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1. INTRODUCCIÓN 

El artículo 31.1 de la Constitución Española de 1978 consagra los principios 

constitucionales tributarios que rigen el sistema fiscal, configurando el marco jurídico 

fundamental de la potestad tributaria del Estado.  

Este precepto dispone que: “todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de 

acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los 

principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio”.  

De su tenor literal se derivan varios principios de naturaleza jurídico-constitucional. 

− En primer lugar, el principio de generalidad implica que todos los ciudadanos, sin 

excepciones arbitrarias, están obligados a contribuir al sostenimiento de los gastos 

públicos. Este principio se vincula con la igualdad ante la ley del artículo 14 CE.  

− En segundo lugar, el principio de capacidad económica establece que la contribución 

debe guardar proporción con la riqueza o renta de cada sujeto pasivo, actuando como 

criterio de justicia material y fundamento del gravamen. 

− El principio de igualdad tributaria, de carácter formal y material, exige un 

tratamiento fiscal equitativo entre contribuyentes en situaciones análogas, 

proscribiendo discriminaciones injustificadas.  

− Asimismo, el principio de progresividad impone que la carga tributaria aumente en 

función creciente de la capacidad económica, constituyendo un instrumento de 

redistribución de la riqueza conforme al mandato de justicia social del artículo 1.1 CE. 

− Por último, el principio de no confiscatoriedad prohíbe que los tributos agoten o 

anulen la riqueza del contribuyente, preservando el derecho de propiedad (art. 33 

CE).  

− Estos principios se integran con los de legalidad tributaria (art. 31.3 CE) y reserva de 

ley, que garantizan la intervención del legislador en la creación y regulación de los 

elementos esenciales del tributo. En conjunto, configuran un sistema tributario justo, 

equilibrado y respetuoso con los derechos fundamentales y los valores superiores del 

ordenamiento constitucional. 

El documento que hoy presentamos contiene una serie de reflexiones sobre la aplicación 

de estos principios en el ámbito de la Administración Tributaria, en un contexto de 

profundos cambios sociales, económicos y políticos por los que está atravesando nuestro 

país.  
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2. NORMATIVA 

Además del artículo 31 CE anteriormente citado, resulta de aplicación el artículo 3 de la 

Ley General Tributaria (LGT) que dice:   

Artículo 3. Principios de la ordenación y aplicación del sistema tributario. 

1. La ordenación del sistema tributario se basa en la capacidad económica de 

las personas obligadas a satisfacer los tributos y en los principios de justicia, 

generalidad, igualdad, progresividad, equitativa distribución de la carga 

tributaria y no confiscatoriedad. 

A estos efectos, se prohíbe el establecimiento de cualquier instrumento 

extraordinario de regularización fiscal que pueda suponer una minoración de la 

deuda tributaria devengada de acuerdo con la normativa vigente. 

2. La aplicación del sistema tributario se basará en los principios de 

proporcionalidad, eficacia y limitación de costes indirectos derivados del 

cumplimiento de obligaciones formales y asegurará el respeto de los derechos 

y garantías de los obligados tributarios. 

En relación con lo anterior, el Tribunal Constitucional ha manifestado lo siguiente: 

“El sistema tributario debe estar presidido por un conjunto de principios 

generales comunes capaz de garantizar la homogeneidad básica que permita 

configurar el régimen jurídico de la ordenación de los tributos como un 

verdadero sistema y asegure la unidad del mismo, que es exigencia 

indeclinable de la igualdad de los españoles" (STC 116/94, de 18 de abril), y 

también que "la indudable conexión existente entre los artículos 133.1 (la 

potestad originaria para establecer los tributos corresponde exclusivamente al 

Estado, mediante ley), 149.1.14.ª (el Estado tiene competencia exclusiva sobre 

Hacienda general y Deuda del Estado), y 157.3 (mediante ley orgánica podrá 

regularse el ejercicio de las competencias financieras de las CC. AA., las normas 

para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas de 

colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado), de la 

Constitución determina que el Estado sea competente para regular no sólo sus 

propios tributos, sino también el marco general de todo el sistema tributario 

y la delimitación de las competencias financieras de las comunidades 

autónomas respecto de las del propio Estado" (STC 192/2000, de 13 de julio). 
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3. PRINCIPIO DE GENERALIDAD 

La generalidad significa que todos estamos obligados a contribuir al sostenimiento de los 

gastos públicos, y, por tanto, todos estamos obligados a pagar tributos. El principio de 

generalidad tributaria está íntimamente ligado a los principios tributarios de capacidad 

económica e igualdad, haciendo referencia a la prohibición de discriminaciones o del 

establecimiento de privilegios en materia de fiscalidad. No obstante, existe la posibilidad 

legal de establecer exenciones tributarias o beneficios fiscales. 

El principio de generalidad supone que el legislador debe tipificar como hecho imponible 

todo acto o negocio jurídico que demuestre capacidad económica. Es decir, con carácter 

general se prohíben las exenciones y bonificaciones que puedan resultar discriminatorias. 

Sin embargo, ello no supone que no se puedan conceder beneficios tributarios por razones 

de política económica, como ha reconocido el propio Tribunal Constitucional en muchas 

ocasiones, ya que los tributos, además de ser un medio para recaudar ingresos públicos, 

sirven como instrumentos de política económica general y sirven como medio para 

asegurar una mejor distribución de la renta nacional. 

La vulneración más clara del principio de generalidad se produce por la existencia del 

FRAUDE FISCAL, que sigue, a pesar de los avances, siendo la asignatura pendiente de la 

Agencia Tributaria. 

En relación con este tema, en el Plan Estratégico de la Agencia Tributaria 2024-2027 figura 

lo siguiente: 

PERCEPCIÓN SOCIAL DEL FRAUDE (página 11) 

No se puede ignorar que el fraude fiscal constituye una clara preocupación para 

los ciudadanos. Según el estudio “Opiniones y actitudes fiscales de los españoles 

en 2022” del Instituto de Estudios Fiscales (IEF), un 43 % de los encuestados 

responde que el fraude fiscal está muy generalizado y el pago de los impuestos 

es muy imperfecto. 

El estudio del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) “Opinión pública y 

política fiscal” de 2023 corrobora la existencia de una clara preocupación social 

por el fraude fiscal: un 37 % considera que existe mucho fraude y un 51,6 % 

que existe bastante. 

(…) La percepción de la existencia de fraude es alta, motivo por el cual, según el 

CIS, un 55,6 % de los encuestados consideran insuficientes los esfuerzos que 

realiza la Administración frente al fraude (un 42,3 % entiende que se realizan 

pocos esfuerzos y un 13,3 % que muy pocos esfuerzos). Ello es compatible con 

que el 45,6 % y el 41 %, respectivamente, de los encuestados por el IEF se 
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consideren muy o bastante de acuerdo con el hecho de que la Hacienda Pública 

desempeña una función esencial para la sociedad y con una alta valoración de 

los servicios tributarios (un 3 sobre 4). 

(…) Estas cifras continúan poniendo de manifiesto la necesidad de contar con 

una estrategia integral dirigida al fomento del cumplimiento voluntario, 

comenzando por la educación cívico-tributaria y acciones que busquen reforzar 

la conciencia fiscal de los españoles, sin descuidar la prevención y la información 

y asistencia, puesto que la mayoría de los ciudadanos quiere cumplir, y, por 

supuesto, con medidas que refuercen el control tributario y la lucha contra el 

fraude frente a quienes de forma consciente y voluntaria no cumplen con sus 

obligaciones.” 

Del contenido anterior hay que destacar que los ciudadanos perciben la existencia de un 

alto porcentaje de fraude fiscal, percepción que confirman los diferentes estudios 

existentes sobre fraude fiscal en España que, independientemente de la dificultad técnica 

de medir algo “oculto”, todos lo sitúan en niveles superiores a los países de nuestro 

entorno, lo que contrasta con la percepción de la AEAT en cuanto a los resultados 

obtenidos, meramente cuantitativos y basados en la recaudación efectiva, como figura 

también en el Plan Estratégico: 

DIRECCIÓN POR OBJETIVOS E INDICADORES DE RESULTADOS 

El modelo de dirección por objetivos ha supuesto que tradicionalmente la forma 

de valorar la actuación de la Agencia Tributaria haya estado muy vinculada a 

los resultados de lucha contra el fraude que, generalmente de forma anual, se 

hacen públicos. La Agencia Tributaria en los últimos diez años ha obtenido unos 

resultados excepcionales derivados de las actuaciones de control que han 

superado los 150.000 millones de euros. 

Estos resultados ofrecen una cuantificación de las actividades de control de la 

Agencia Tributaria atendiendo a un criterio de caja, pero no deberían ser 

considerados como el principal factor que mida su desempeño. Tal y como 

quedó justificado en el propio Plan Estratégico 2020-2023, esta forma de 

seguimiento exclusivamente cuantitativa debe ser superada. 

Así, algunas de las actividades cualitativamente más relevantes de la Inspección 

de los Tributos, como son las relacionadas con la investigación de las 

actividades delictivas de fraude organizado, financiero o sofisticado, no 

encuentran en la medición cuantitativa un reflejo de su enorme relevancia. Se 

trata de actuaciones realizadas conjuntamente con las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado y con el Ministerio Fiscal o los Juzgados y Tribunales, que 
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sirven a menudo para desarticular redes de defraudación a gran escala y 

prevenir su reaparición, pero que no determinan liquidaciones tributarias 

propiamente dichas. 

Creemos que la AEAT lleva muchos años basando sus resultados en meros resultados 

cuantitativos anuales, siempre superiores a los del año anterior. En cierto modo, así lo 

reconoce la propia AEAT, cuando, en el Plan de Control Tributario 2025 figura que: 

En segundo término, cabe destacar que en el marco del Plan Estratégico se 

quiere implementar desde 2025 un cambio en el sistema de objetivos de la 

Agencia Tributaria de manera que se centre en aquellas actuaciones de 

comprobación más ligadas a la regularización de las contingencias tributarias 

más relevantes. 

Esperemos que ese cambio se lleve realmente a la práctica, porque, durante años, IHE ha 

reconocido que esa estrategia es insuficiente para combatir los fraudes más sofisticados y 

los más graves de carácter organizado.  

Algunas de las propuestas que figuran en nuestros documentos, además de reforzar los 

efectivos necesarios, para combatir este tipo de fraudes son las siguientes: 

3.1. Actuaciones sin conocimiento del obligado tributario 

Para combatir el fraude de cualquier tipo se debería regular legalmente la posibilidad de 

que la Inspección pudiera efectuar actuaciones de obtención de información actuando de 

incógnito. 

Se debería regular claramente un procedimiento de obtención de información sin 

necesidad de identificación previa por parte de la Inspección, evitando actuaciones por 

incitación al delito, o vulneración de algún derecho fundamental. Dicho procedimiento, 

junto con la fuerza probatoria que ya le otorga el artículo 107 de la LGT a las diligencias de 

la Inspección, como documento público, sería un medio eficaz para la lucha contra estas 

conductas. 

3.2. Pago a confidentes para denuncia de delitos 

La medida consiste en que la AEAT pueda disponer de fondos para pagar informaciones 

confidenciales de cuyo conocimiento se deriven el afloramiento o recuperación de cuotas 

defraudadas, similar al que ya se dispone para el pago de operaciones relacionadas con la 

persecución del contrabando, autorizado por la Disposición adicional segunda de la Ley 

Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de represión del contrabando. 
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La modificación que se propone es que se incluya en dicha norma partidas confidenciales 

también para las investigaciones de la Agencia Tributaria que pudieran dar como resultado 

la denuncia por delito fiscal. 

Esta medida ha sido utilizada, con evidente éxito y rentabilidad por EEUU, Francia y otros 

Estados. 

3.3. Introducción en la LGT de un régimen especial para determinados obligados 

tributarios defraudadores 

La normativa tributaria y sus procedimientos están previstos para las actuaciones de 

comprobación e investigación relativas a contribuyentes que cumplen con sus obligaciones 

tributarias formales.  

Estos procedimientos son utilizados por los defraudadores para entorpecer, dilatar o 

impedir las actuaciones de la Administración. Este es el caso de los asuntos de delincuencia 

organizada como, por ejemplo, las tramas de fraude del IVA. 

Se incluirían en dicho régimen a los contribuyentes que figuren en alguna de las situaciones 

que se regulen legalmente, entre las que se podrían citar las siguientes: 

− Personas o entidades ilocalizadas. 

− Personas o entidades que no comparecen reiteradamente en la Administración, a 

pesar de haber sido notificadas al efecto. 

− Personas o entidades que se hayan utilizado como testaferros, sociedades pantalla, 

personas o entidades interpuestas, etc. 

− Personas o entidades que figuren en una trama organizada de defraudación. 

− Personas o entidades emisoras de facturas falsas. 

− Personas que hayan sido declaradas responsables solidarias en los procedimientos 

tributarios de entidades cuya deuda no haya sido ingresada. 

Este régimen se aplicaría a los contribuyentes en los que se den las circunstancias 

legalmente previstas, mediante acuerdo motivado del director de la Agencia Estatal de 

Administración Tributaria, susceptible de recurso. Igualmente, por acuerdo motivado, se 

podría quedar excluido de este régimen especial. 

Se regularían los efectos de la inclusión en este régimen especial respecto de los 

procedimientos de aplicación de los tributos, en especial, los referentes al inicio de 

actuaciones, investigación de cuentas bancarias, plazo de duración de las actuaciones, 
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plazos de prescripción de las deudas tributarias y reforzamiento de las medidas cautelares 

a adoptar. 

3.4. Implantación de un sistema de “muerte civil” para no comparecientes en 

procedimientos tributarios y para defraudadores fiscales a los que se les aplique 

el régimen fiscal especial. Creación de un Registro especial 

Los efectos de la inclusión de un obligado tributario en este Registro Especial serían los 

siguientes: 

− Revocación del NIF para que no puedan intervenir en el tráfico mercantil y 

económico. 

− Las personas físicas o jurídicas inscritas en este Registro estarán sometidas a 

requisitos especiales para inscribir bienes a su nombre en los Registros de la 

Propiedad.  

− En la tributación de personas o entidades incluidas en el Registro Especial se podrían 

aplicar valores de mercado a las operaciones que realizaran, así como tratar de que 

tributaran los verdaderos titulares, en el caso de testaferros o personas 

interpuestas. 

− En el caso de entidades mercantiles, la inscripción de una entidad en dicho Registro 

Especial se inscribiría también en el correspondiente Registro Mercantil, pudiendo 

conllevar, en determinadas situaciones (como la incomparecencia reiterada), el 

cierre registral, en tanto no se comunicará por Hacienda la exclusión del Registro 

Especial, por haber normalizado su situación tributaria. 

− Reglamentariamente se regularía la forma de comunicar dichas situaciones a los 

Registros Mercantiles, Colegios Notariales, Registros de la Propiedad y entidades 

financieras, así como las obligaciones de dichas entidades. 

− Los censos deberían ser públicos, lo cual los haría realmente eficaces por 

ejemplarizantes, y dicha publicidad sería en la Sede Electrónica de la AEAT y en su 

página web, que deberían ser actualizadas a estos efectos con una elevada 

periodicidad, para servir también de mecanismo de saneamiento de los distintos 

sectores en los que las personas o entidades publicadas pudieran intervenir. 

3.5. Creación de la policía fiscal y de la ONAF 

La nueva Policía Fiscal no sólo se ocuparía de actuar colaborando en la lucha contra el delito 

fiscal y las infracciones tributarias, en general, sino de actuar contras las diferentes 
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manifestaciones de las actividades económicas “ocultas” (vgr. blanqueo de capitales) que 

se relacionan y favorecen el fraude tributario. 

A pesar de estar prevista en la Ley de creación de la AEAT, LPGE 1991, nunca se ha llegado 

a crear esta Policía Fiscal, por falta de acuerdo entre el Ministerio del Interior y el de 

Hacienda –el último intento se produjo en 2004 con ocasión de la preparación de un Plan 

de Prevención del Fraude–.  

Este colectivo propone la creación de la Oficina Nacional de Antifraude (ONAF) y de una 

Policía Fiscal dependiente de la AEAT –dependencia funcional y orgánica– en la que se 

integren unidades especializadas de la Policía Nacional y la Guardia Civil, junto con las 

unidades operativas de Vigilancia Aduanera, e Inspectores de Hacienda que desempeñen 

funciones de investigación. Asimismo, se crearían equipos descentralizados en el ámbito 

de las delegaciones especiales, para cubrir todo el territorio nacional en función de sus 

necesidades.  

Sus competencias se centrarían en la lucha contra la delincuencia económica de carácter 

fiscal-tributario directa e indirectamente (delito fiscal, tramas delictivas tributarias, 

contrabando, blanqueo de capitales, etc.) y también tendría competencias en el ámbito de 

las infracciones tributarias y otras actividades de apoyo a las funciones de la AEAT.  

Esta Policía Fiscal, integrada en de la AEAT, dependería en concreto del director general de 

la AEAT, del que dependería directamente también la ONAF, con lo que sería un 

instrumento para toda la organización, y tendría diferentes subunidades, entre otras un 

centro de coordinación contra el Delito Fiscal, Tramas Delictivas Tributarias, Contrabando, 

Blanqueo de Capitales, etc.  

3.6. Nacionalización de las competencias de la inspección financiera y tributaria: 

eliminación de la competencia regionalizada en función del domicilio fiscal. 

Otra de las propuestas de IHE que se propone para mejorar en la lucha contra el fraude 

fiscal es la de nacionalizar sus competencias, hoy regionalizadas a consecuencia de la 

vinculación al domicilio fiscal del contribuyente. Los argumentos para esta nacionalización 

son los siguientes:  

a) Argumentos de eficiencia operativa 

Con esta nacionalización se ganaría en flexibilidad en la asignación de recursos humanos, 

permitiendo con ello movilizar funcionarios allí donde haya mayor carga de trabajo o 

existan casos complejos, evitando cuellos de botella en determinadas delegaciones.  

Se aprovecharía mejor la especialización de algunos funcionarios que tienen una mayor 

experiencia en sectores o estructuras empresariales concretas, por ejemplo, 

multinacionales, o tecnológicas.  
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En casos de fraude organizado, si los equipos pudieran actuar sin fronteras provinciales, se 

podría seguir el rastro de operaciones sin interrupciones ni necesidad de reasignaciones 

burocráticas.  

b) Argumentos organizativos y tecnológicos 

Lo anterior permitiría homogeneizar criterios y procedimientos, reduciendo discrepancias 

entre delegaciones.  

La AEAT ya funciona con bases de datos centralizadas. Por lo tanto, la limitación territorial 

es administrativa, no técnica.  

c) Argumentos económicos 

La nacionalización de las competencias implicaría un ahorro de tiempo y una reducción en 

costes administrativos, eliminando duplicidades o traspasos de competencia entre 

delegaciones. 

Los sistemas de análisis de riesgo podrían asignar casos a los equipos más adecuados, por 

especialización o disponibilidad.  

d) Argumentos jurídico-políticos: 

Esta nueva organización implicaría un refuerzo en el principio de unidad de actuación de la 

AEAT que, aunque descentralizada territorialmente, es un órgano estatal. Dar competencia 

nacional, sin que prevalezca el criterio regional del domicilio fiscal, derivaría en reforzar 

esta unidad y estatalidad, mejorando, consecuentemente, la seguridad jurídica y la 

confianza en la institución.  

e) Argumentos estratégicos y de modernización:  

Un entorno en el que las operaciones están globalizadas por la digitalización y los domicilios 

fiscales a veces son meramente formales o se localizan en comunidades como Madrid, 

donde pueden existir dificultades a la hora de abarcar todo el censo de contribuyentes, 

resulta rígido y anacrónico, lo que provoca importantes desigualdades en todo el territorio 

nacional.  

Convertir la AEAT en una verdadera agencia nacional, con equipos flexibles, movilidad 

territorial, etc., mejoraría su capacidad de respuesta ante nuevos los nuevos desafíos de la 

globalización.   
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3.7. Mejora de sistemas que permitan avanzar hacia una mayor digitalización de la 

AEAT y de otros organismos integrados en la Administración Tributaria 

La digitalización integral de la Administración tributaria constituye una exigencia derivada 

de los principios constitucionales de eficacia, eficiencia y servicio al interés general (art. 103 

CE), así como del principio de buena administración reconocido en la Carta de Derechos 

Fundamentales de la UE.  

El marco jurídico de referencia (Ley 39/2015 y Ley 40/2015) obliga a una Administración 

pública plenamente electrónica, interoperable y proactiva, capaz de ofrecer servicios 

seguros, rápidos y transparentes. 

En este sentido, se proponen las siguientes medidas:  

a) Integración de sistemas y analítica avanzada 

− La AEAT, la DGT y los TEA manejan grandes volúmenes de información. A fin de 

mejorar la relación entre las tres instituciones y reconociendo los importantes 

avances que, en este sentido, se están produciendo ya con la creación de la base de 

datos única, se propone la creación de una plataforma de datos tributarios integrada 

que permita compartir, con las debidas garantías, información estructurada entre 

organismos, evitando duplicidades y aumentando la coherencia de criterios. Dicha 

plataforma deberá estar accesible, en cuanto a los criterios de la AEAT, DGT y TEA, 

para los ciudadanos, superando las tres bases de datos que actualmente se 

encuentran dispersas en la página web del Ministerio de Hacienda.  

− La adopción de herramientas de IA y machine learning que actualmente se están 

desarrollando tímidamente en la AEAT deben potenciarse, sin perjuicio de la 

necesaria supervisión humana. Lo anterior facilitaría: 

- La detección temprana de patrones de fraude y evasión fiscal. 

- La predicción de riesgos fiscales basada en comportamiento histórico y sectores 

de actividad. 

- La clasificación automática de recursos y consultas en los TEA y la DGT, 

optimizando tiempos de respuesta. 

b) Reforzar la seguridad jurídica y la transparencia 

− La digitalización debe ir acompañada de sistemas de trazabilidad y auditabilidad de 

algoritmos de IA, de modo que toda decisión automatizada pueda ser revisada por 

funcionarios competentes. 
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− Se propone establecer protocolos de “IA explicable” (Explainable AI) que garanticen 

que los modelos de detección de fraude son comprensibles, verificables y no 

discriminatorios. 

− Esto fortalecería el principio de confianza legítima del contribuyente y evitaría 

vulnerar derechos fundamentales. 

c) Automatización inteligente de procesos administrativos 

− Se deben seguir implantando y mejorando los asistentes virtuales y sistemas de 

procesamiento del lenguaje natural (como IA conversacional) no sólo en la AEAT sino 

también en los TEA y la DGT para mejorar la atención al ciudadano y agilizar trámites 

repetitivos. 

− Uso de RPA (Robotic Process Automation) para tareas de bajo valor añadido (registro 

de expedientes, notificaciones, control de plazos), podría liberar recursos humanos 

hacia funciones de mayor contenido técnico y analítico. 

− Respecto de la organización de la Inspección. En el entorno actual entendemos que 

procede la actualización de la resolución de competencias del Departamento de 

Inspección Financiera que abrace la nueva realidad económica y en la era digital. Las 

últimas actualizaciones de la misma se han enfocado en el volumen de negocios que 

pueden ser objeto de comprobación por el personal de inspección 

fundamentalmente.  

IHE echa de menos iniciativas organizativas que tengan calado en la lucha del fraude 

y con la entrada del VeriFactu será más relevante el disponer de órganos, áreas y 

formaciones en el análisis de datos en consonancia con las nuevas posibilidades que 

la IA ofrece como apoyo logístico en el tratamiento de la inteligencia financiera.   

d) Formación y ética digital 

− Incorporar en los programas del Instituto de Estudios Fiscales (IEF) formación 

avanzada en IA, analítica de datos, ética algorítmica y ciberseguridad. 

− La digitalización sin capacitación técnica puede derivar en dependencia tecnológica 

o errores interpretativos. 

− Se debe fomentar una cultura institucional basada en la innovación y el uso 

responsable de los datos. 
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e) Gobernanza y coordinación 

− Crear un Consejo de Transformación Digital Tributaria, integrado por AEAT, DGT, 

TEAC y CC. AA., para definir una estrategia común de innovación, interoperabilidad y 

gobernanza de datos. 

− Alinear los proyectos con las directrices europeas sobre Administración Digital 

(Programa Europa Digital, Reglamento de Datos, IA Act) para garantizar financiación, 

seguridad y compatibilidad transfronteriza. 

4. PRINCIPIO DE CAPACIDAD ECONÓMICA 

La capacidad económica de pagar los impuestos se manifiesta, por ejemplo, en la obtención 

de una renta, la titularidad de un patrimonio y la transmisión o adquisición de los bienes 

que lo constituyen.  

Tradicionalmente el principio suponía que sólo cuando se producía un hecho o negocio 

jurídico indicativo de capacidad económica se podía establecer el tributo. Esto supone que 

la norma con carácter general establece las condiciones para la imposición; sin embargo, 

no han faltado ocasiones en las que la generalización del hecho imponible establecido en 

la norma podía ser contraria a la Constitución al producir mayor presión fiscal sobre 

quienes en realidad tienen menos capacidad económica. 

Entre otros, pueden destacarse los siguientes pronunciamientos del TC:  

− STC 27/1981, de 20 de julio (FJ 4º): “Capacidad económica a efectos de contribuir a 

los gastos públicos, tanto significa como la incorporación de una exigencia lógica que 

obliga a buscar la riqueza allí donde la riqueza se encuentra”. 

− STC 46/2000, de 17 de febrero: “principio de capacidad económica que, en todo caso, 

debe presidir el sometimiento de los sujetos pasivos al sistema tributario”. 

− El Tribunal Constitucional (sobre la inconstitucionalidad de la Plusvalía Municipal) 

prohíbe que se graven las riquezas aparentes o inexistentes, "inexpresivas de 

capacidad económica", como se reflejan en las sentencias STC 221/1992, de 11 de 

diciembre y 193/2004, de 4 de noviembre.  

− STS 193/2004, de 4 de noviembre, que declara inconstitucional que en el Impuesto 

sobre Actividades Económicas (IAE), se pagara la cuota de todo el año, aunque la 

actividad se hubiera ejercido sólo en un período inferior.  

Para determinar si nuestro sistema tributario cumple el principio de tributar de acuerdo 

con la capacidad económica, se exponen a continuación algunas magnitudes relativas a la 

https://www.congreso.es/constitucion/ficheros/sentencias/stc_027_1981.pdf
https://www.congreso.es/constitucion/ficheros/sentencias/stc_046_2000.pdf
https://www.congreso.es/constitucion/ficheros/sentencias/stc_221_1992.pdf
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tributación de las personas físicas, de las grandes multinacionales españolas y de las 

grandes multinacionales tecnológicas extranjeras. 

4.1. Primer bloque de contribuyentes: personas físicas 

 A continuación, se exponen los ingresos tributarios totales de España en el año 2024, 

agrupados por impuestos directos e indirectos: 

INGRESOS TRIBUTARIOS TOTALES 2024  (Millones euros) 

CONCEPTOS IMPORTE  
 % Respecto  

del total 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 129.408 43,91 % 

Retenciones del trabajo y actividades económicas 113.476   

Retenciones del capital mobiliario 5.468   

Resultado de la declaración anual 17.478   

Devoluciones de resultado de la declaración anual -15.378   

Impuesto sobre Sociedades 39.096 13,26 % 

Impuesto sobre la Renta de No Residentes 4.035   

Fiscalidad Medioambiental 1.174   

Otros Ingresos 359   

Capítulo I. Impuestos Directos 174.073 59,06 % 

Impuesto sobre el Valor Añadido 90.541   

Impuestos Especiales 22.128   

Impuesto sobre Gases Fluorados 105   

Impuesto sobre Tráfico Exterior 2.628   

Impuesto sobre las Primas de Seguros 2.567   

Impuesto sobre Transacciones Financieras 249   

Impuesto sobre Servicios Digitales 375   

Impuesto sobre Actividades del Juego 42   

Otros Ingresos 11   

Capítulo II. Impuestos Indirectos 118.646 40,26 % 

Tasas 876   

Otros Ingresos 1.139   

Capítulo III. Tasas y otros Ingresos 2.015  

     

Total Ingresos Tributarios 294.734 100,00 % 

** Datos obtenidos de las estadísticas de recaudación de la AEAT. 

De las cifras del cuadro anterior destaca que el IRPF supone el 43 % de la cifra total de 

ingresos, siendo su principal componente las rentas del trabajo, que representan el 87 % 
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de los ingresos de dicho impuesto. Destaca también la escasa importancia relativa del 

impuesto sobre Sociedades, con un 13 % del total de ingresos. 

Si a los impuestos directos que pagan los ciudadanos, le sumamos el importe de los 

impuestos indirectos, la consecuencia es que son los trabajadores los que soportan la 

mayor carga fiscal. En este sentido resultan significativos los trabajos que realizan 

determinadas entidades, como la Fundación Civismo, como el que denominan “día de la 

liberación fiscal”, que se define como el número de días necesarios cuyos ingresos se 

destinan a pagar los impuestos. El dato del año 2024 es que los españoles han dedicado 

los ingresos correspondientes a 228 días laborales a pagar impuestos, habiéndose 

incrementado dicha cifra año tras año, desde los 177 días que se necesitaban en el año 

2018. 

Lo expuesto anteriormente pone de manifiesto que la estructura actual de nuestro sistema 

tributario incumple el principio de capacidad económica, ya que un porcentaje muy alto de 

los impuestos son pagados por los ciudadanos perceptores de rentas del trabajo. 

4.2. Segundo bloque de contribuyentes:  grandes empresas españolas 

Durante años ha existido una polémica entre el Ministerio de Hacienda y las organizaciones 

empresariales respecto del tipo efectivo de tributación de las grandes empresas 

españolas, ya que muchos estudios indican que pagan un tipo efectivo en el Impuesto 

sobre Sociedades muy inferior al que pagan las PYMES, autónomos y trabajadores. 

La polémica sobre la tributación de las grandes empresas se zanja cuando el Ministerio de 

Hacienda publicó el primer informe anual con los datos estadísticos de multinacionales 

(MNC) de matriz española obtenidos de la explotación del nuevo modelo 231, declaración 

de información país por país. Este modelo deben presentarlo en su domicilio fiscal de 

residencia las matrices de multinacionales con cifra neta de negocios consolidada a nivel 

mundial superior a 750 millones de euros para el conjunto de entidades que formen parte 

de su grupo fiscal.  

La publicación de la primera estadística del año 2016, computados los beneficios a nivel 

mundial y los impuestos pagados, vino a terminar parcialmente con esa polémica, ya que 

el tipo medio fue del 12,6 %. En el grupo de empresas declarantes destaca que había 27 

multinacionales españolas pagaron un Impuesto sobre Sociedades en todo el mundo del 

0,3 % de su beneficio.  

En el “Informe País por país” publicado por la Agencia Tributaria correspondiente a 2019 

se destacaba que el 18 % de las multinacionales españolas declaraban pagar por el 

Impuesto sobre Sociedades en el mundo una media del 2,6 % de su beneficio, y el conjunto 

de las 124 multinacionales con facturación anual superior a 750 millones de euros y matriz 

española declararon un tipo efectivo global del 16,7 % y del 13 % para España. 
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El último informe País por País publicado es el correspondiente al año 2022, en el que 

figuran 142 multinacionales de matriz española, con información de un total de 

14.564 filiales (4.632 con domicilio fiscal en España, 9.932 en el extranjero), una cifra de 

negocios mundial de 1.148.900 M, unos beneficios totales de 97.895 M €, y un IS pagado a 

nivel mundial de 19.685 M €. 

Respecto del tipo medio efectivo pagado, hay 23 grupos multinacionales con tipo efectivo 

inferior al 5 % y otros 49 grupos tienen un tipo efectivo inferior al 15 %. El tipo efectivo 

mundial pagado en 2022 por estas multinacionales fue del 20,1 %. 

4.3. Tercer bloque de contribuyentes: multinacionales extranjeras tecnológicas 

En las últimas décadas ha cambiado la preocupación de los organismos internacionales por 

la tributación de las grandes empresas multinacionales, y si antes consistía en que no 

existiera una doble tributación, ahora se pretende que tributen algo, sobre todo las 

llamadas tecnológicas, cuya tributación en algunos casos no llega al 1 % de sus beneficios 

mundiales.  

Las grandes tecnológicas estadounidenses operan en España a través de filiales, y, pese a 

su millonaria cifra neta de negocios, en la mayoría de los casos consiguen reducir el pago 

de impuestos a través de lo que se conoce como “planificación fiscal agresiva”. La OCDE 

conoce estas maniobras; la Unión Europa también, así como la AEAT.   

Las maniobras fiscales de estas empresas son perfectamente legales y antiguas, destacando 

los regímenes denominados doble irlandés y sándwich holandés. El doble irlandés es 

utilizado por la mayoría de ellas, con sede en Dublín: “La filial presta servicio a sociedades 

en Dublín, pero allí tampoco pagan los impuestos que le corresponderían porque esos 

ingresos viajan a otros territorios, calificados como paraísos fiscales”. En España se sitúan 

las meras sucursales de venta, de forma que los beneficios son reducidos.  

En Europa, además de la falta de medidas contra la utilización de los paraísos fiscales, la 

falta de voluntad para cambiar la situación se pone de manifiesto al permitir la firma de los 

llamados tax rulings, que son acuerdos entre algunos países miembros y las 

multinacionales para que se establezcan en su territorio a cambio de pagar solo un 2 % o 

3 % de impuesto sobre los beneficios. Uno de los casos más conocidos es el caso de Apple, 

que aun teniendo desviada la práctica totalidad de sus beneficios en Irlanda −con un tipo 

nominal para sociedades del 12,5 %−, acabó tributando de media menos del 0,1 % de sus 

beneficios en el continente, llegando a exigir la propia Comisión Europea la recuperación 

de más de 13.000 millones de euros en conceptos de ayudas ilegales de Estado. 

Otra opción profusamente empleada son los llamados precios de transferencia. Se trata de 

una operación por la que la matriz presta servicios a sus filiales en otros países a cambio de 
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unos precios. La consecuencia es que la filial española apenas declara beneficios, que se 

registran donde interesan. 

La OCDE lleva desde el 2013 alertando de estas prácticas de las empresas tecnológicas. 

Los expertos fiscales también denuncian que se trata de una práctica conocida, pero ante 

la que, si no se actúa de forma mayoritaria, con unidad de todos los países, estas empresas 

seguirán pagando poco.  

El Ministerio de Hacienda ha dado pasos para intentar que estas compañías vayan 

contribuyendo a la Agencia Tributaria teniendo en cuenta el beneficio que generan en 

España. Así, España fue uno de los primeros países en implementar la llamada Tasa Google, 

que grava el 3 % sobre los ingresos obtenidos en España por estas multinacionales, pero 

ha quedado en suspenso ante la aprobación por el Congreso de los Diputados del llamado 

Pilar 2 de la OCDE para introducir una tasa impositiva mínima global del 15 % para las 

multinacionales con un volumen de negocios global consolidado superior a 750 millones. 

Ya está en vigor, pero no todos los países lo han adaptado, y el actual gobierno de los 

EE. UU. ha manifestado que no lo va a implantar. 

Respecto del nuevo impuesto a los servicios digitales, aprobado por Ley 4/2020, de 15 de 

octubre, el presidente de EE. UU. ha advertido que impondrá nuevos aranceles y 

restricciones a las exportaciones de los países que aplican impuestos digitales a las grandes 

tecnológicas de Estados Unidos, en una amenaza que apunta a la UE y al Reino Unido. 

Una de las características de la baja tributación de las multinacionales extranjeras es que 

ningún país, de forma aislada, puede aplicar medidas contra ellas para incrementar el pago 

de impuestos, sino que tienen que ser medidas aprobadas por los organismos 

internacionales. El problema de estas medidas es la lentitud respecto de su aprobación y 

aplicación, así como las dificultades adicionales que van surgiendo, como es la postura de 

EE. UU. en el momento actual. 

5. PRINCIPIO DE IGUALDAD  

El principio de igualdad establece que todos somos iguales ante la Ley, por lo que ninguna 

norma puede favorecer o privilegiar a una clase social o a un grupo de personas en 

concreto.  

Este principio implica que los ciudadanos en idéntica situación deben ser tratados de la 

misma manera por el sistema tributario, y que las diferencias de trato deben ser justificadas 

y razonables.  

En relación con la aplicación de este principio constitucional, se abordan a continuación 

dos temas diferentes:  
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Primera. Si esas diferencias pueden ser inconstitucionales por vulnerar el principio de 

igualdad reflejado en la CE, y si pueden incitar al fraude fiscal. 

Segunda. Si el régimen de financiación singular de Cataluña incumple el principio de 

igualdad.  

5.1. La diferencia de tributación entre las Comunidades Autónomas no es 

inconstitucional 

Una de las características de nuestro sistema tributario actual es la gran diferencia que 

puede existir en el pago de los impuestos estatales cedidos, como el Impuesto sobre 

Patrimonio, Sucesiones o el ITP, en función del territorio en el que resida el contribuyente. 

Esta diferencia está recogida en nuestra Constitución y en el reconocimiento de dos 

principios, como son la corresponsabilidad fiscal y autonomía financiera de las CC. AA. en 

la gestión de sus recursos, al amparo de lo dispuesto en los artículos 157 y siguientes de la 

CE, la LOFCA y Ley 22/2009. En consecuencia, la existencia de diferencias es inevitable en 

un Estado tan descentralizado como España. La doctrina ha insistido en que un cierto 

grado de disparidad interterritorial, de heterogeneidad en la carga impositiva, siempre 

dentro de la razonabilidad y proporcionalidad que exige el cumplimiento del principio de 

igualdad, es el precio que debe pagarse por la asignación de competencias normativas 

tributarias a estos entes subcentrales 

Ponemos como ejemplo, la tributación del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones en las 

diferentes Comunidades Autónomas1: 

Respecto de la tarifa, hay varias Comunidades que mantienen la tarifa estatal con tipos del 

7,65 hasta el 34 por 100. Otras tienen tarifa distinta para sucesiones y para las donaciones. 

El resumen de tipos mínimos y máximos de las Comunidades es el siguiente: 

COMUNIDADES 
AUTÓNOMAS 

SUCESIONES DONACIONES 

Tipo mínimo (%) Tipo máximo (%)  Tipo mínimo (%) Tipo máximo (%) 

ANDALUCÍA 7,00 % 26,00 % 7,00 % 26,00 % 

ARAGÓN 7,65 % 34,00 % 7,65 % 34,00 % 

P. DE ASTURIAS (*) 7,65 % 36,50 % 2,00 % 36,50 % 

ILLES BALEARS (**) 7,65 % 34,00 % 7,65 % 34,00 % 

CANARIAS 7,65 % 34,00 % 7,65 % 34,00 % 

CANTABRIA 7,65 % 34,00 % 1,00 % 30,00 % 

CASTILLA Y LEÓN 7,65 % 34,00 % 7,65 % 34,00 % 

 

 
1 Datos del estudio Panorama de la fiscalidad autonómica y foral 2025 del Consejo General de Economistas y 
su órgano de fiscalidad, el REAF. 
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COMUNIDADES 
AUTÓNOMAS 

SUCESIONES DONACIONES 

Tipo mínimo (%) Tipo máximo (%)  Tipo mínimo (%) Tipo máximo (%) 

CASTILLA-LA MANCHA 7,65 % 34,00 % 7,65 % 34,00 % 

CATALUÑA 7,00 % 32,00 % 5,00 % 9,00 % 

EXTREMADURA 7,65 % 34,00 % 7,65 % 34,00 % 

GALICIA 5,00 % 18,00 % 5,00 % 9,00 % 

MADRID 7,65 % 34,00 % 7,65 % 34,00 % 

REGIÓN DE MURCIA 7,65 % 36,50 % 7,65 % 36,50 % 

LA RIOJA 7,65 % 34,00 % 7,65 % 34,00 % 

C. VALENCIANA 7,65 % 34,00 % 7,65 % 34,00 % 

FORALES P. VASCO (***) 5,70-7,60 % 34,58-42,56 % 5,70-7,60 % 34,58-42,56 % 

NAVARRA (****) 2 % 16 % 0,80 % 8 % 

(*) Grupos I y II tienen tarifa mortis causa propia (21,25-36,50 %)    (**) Grupos I y II tienen tarifa mortis 
causa propia (1-20 %)   (***) Grupos III y IV tienen tarifa propia (7,60-45,56 %)   (****) Cónyuges 0-0,8 %. 

Las diferencias más importantes se producen en la aplicación de las bonificaciones y 

deducciones que aplican las Comunidades Autónomas, en base a su capacidad normativa. 

Así, podemos señalar lo siguiente: 

Sucesores del Grupo I (descendientes y adoptados menores de 21 años), podemos 

agrupar las Comunidades en dos: 

− Comunidades donde solo pagan importes simbólicos: Andalucía, Aragón, Asturias, 

Baleares, Canarias, Castilla y León, Galicia, Extremadura, Madrid, La Rioja, Murcia y 

Comunidad Valenciana, así como los territorios forales. 

− Un segundo grupo donde no pagan si no superan determinados límites:  Cataluña 

regula una bonificación del 99 % al 20 % e inversamente proporcional a la base 

imponible. En Castilla-La Mancha bonificaciones del 100 % al 80 % para la base 

liquidable que exceda de 300.000 euros. 

Sucesores del Grupo II (cónyuge, descendientes, ascendientes y adoptados de 21 o más 

años): 

− Las Comunidades que, prácticamente, liberan de tributación en 2024 a este grupo 

son, además de los territorios forales del País Vasco (tributan al 1,5 %), Andalucía, 

Baleares, Castilla y León, Extremadura, Madrid, Murcia, La Rioja y la Comunidad 

Valenciana. 

− Comunidades como Aragón a los contribuyentes con bases menores a 500.000 euros. 

En Asturias no se gravan estas herencias cuando la base imponible no supera 

300.000 euros y se aplica una tarifa del 21,25 % al 36,50 %. En Galicia la tarifa para 
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estos familiares, además de una reducción de 1.000.000 de euros, tiene tipos del 5 % 

al 18 %, muy por debajo de la estatal que llega hasta el 34 %. Cataluña aplican 

bonificaciones decrecientes según crece la cuota o base. En Castilla-La Mancha hay 

bonificaciones del 100 % al 80 % (esta última para la base liquidable que exceda de 

300.000 euros). 

− En Navarra, la cuota para sucesiones resulta de aplicar un tipo del 0,8 % si se trata del 

cónyuge (tipo 0 a los primeros 250.000 euros), y una tarifa con tipos entre el 2 % y el 

16 % si se trata de ascendientes o descendientes. 

− En los territorios vascos de Álava, Bizkaia y Gipuzkoa los familiares directos tributan 

a un tipo impositivo del 1,5 % por la tarifa del Grupo I (o “Grupo 0” en Álava), tanto 

en Sucesiones como en Donaciones. 

Veamos un ejemplo práctico de estas diferencias de tributación. 

Aplicando el régimen tributario existente en cada Comunidad Autónoma, los importes de 

tributación, por ejemplo, de un hijo de 30 años, que recibe de su padre 800.000 euros en 

dinero en efectivo, sin un destino específico y sin que tenga ningún grado de discapacidad, 

son los siguientes: 

EJEMPLO IMPUESTO SOBRE DONACIONES 2025 

Comunidad 
Autónoma 

BASE 
IMPONIBLE 

REDUCCIÓN 
BASE 

LIQUIDABLE 
TIPO (%) 

CUOTA 
ÍNTEGRA 

BONIFICACIÓN 
CUOTA 

LÍQUIDA 

EXTREMADURA 800.000  800.000 34,00 200.122,67  200.122,67 

P. DE ASTURIAS 800.000  800.000 36,50 181.000,00  181.000,00 

ARAGÓN 800.000 100.000 700.000 29,75 170.268,76  170.268,76 

ILLES BALEARS 800.000  800.000 29,75 199.920,00 143.920,00 56.000,00 

CATALUÑA 800.000  800.000 9,00 56.000,00  56.000,00 

GALICIA 800.000  800.000 9,00 56.000,00  56.000,00 

LA RIOJA 800.000  800.000 34,00 200.122,67 149.091,39 51.031,28 

CASTILLA-LA MANCHA 800.000  800.000 34,00 200.122,67 170.104,27 30.018,40 

NAVARRA 800.000  800.000 3,00 16.000,00  16.000,00 

BIZKAIA 800.000  800.000 1,50 12.000,00  12.000,00 

GIPUZKOA 800.000  800.000 1,50 12.000,00  12.000,00 

ÁLAVA 800.000  800.000 1,50 12.000,00  12.000,00 

REGIÓN DE MURCIA 800.000  800.000 36,50 208.159,35 206.077,75 2.081,59 

CASTILLA Y LEÓN 800.000  800.000 34,00 200.122,67 198.121,45 2.001,23 

LA RIOJA 800.000  800.000 34,00 200.122,67 198.121,45 2.001,23 

MADRID 800.000  800.000 34,00 200.006,38 198.006,32 2.000,06 
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Comunidad 
Autónoma 

BASE 
IMPONIBLE 

REDUCCIÓN 
BASE 

LIQUIDABLE 
TIPO (%) 

CUOTA 
ÍNTEGRA 

BONIFICACIÓN 
CUOTA 

LÍQUIDA 

ANDALUCÍA 800.000  800.000 24,00 171.620,00 169.903,80 1.716,20 

C. VALENCIANA 800.000 100.000 700.000 29,75 171.012,52 169.302,40 1.710,13 

ISLAS CANARIAS 800.000  800.000 34,00 200.122,67 199.922,55 200,12 

CANTABRIA 800.000  800.000 30,00 185.500,00 185.500,00 0,00 

En el cuadro anterior se observa la diferencia de tributación de esta donación, desde 0 

euros en Cantabria, a una cuota de 200.122,67 euros en Extremadura. 

Así pues, nuestro Tribunal Constitucional avala las diferencias de tributación que puedan 

existir entre las diferentes Comunidades Autónomas, pero siempre que esas diferencias 

no vulneren el principio de igualdad.  

IHE destaca los problemas que, a partir de estas diferencias reconocidas 

constitucionalmente, se pueden producir en el incremento de fraude fiscal.  

Actualmente en España existe un importante problema con las deslocalizaciones fiscales, 

que pueden afectar a las personas físicas o a sus patrimonios, y que buscan ventajas 

fiscales de forma fraudulenta. Los traslados ficticios de residencia se producen dentro del 

territorio nacional para aprovechar las grandes diferencias de tributación entre las 

Comunidades Autónomas, o al extranjero, para no tributar nada en España.  

Pero se puede hablar de la deslocalización fraudulenta en vida, o pensando en el momento 

en el que se deja este mundo, ya que les merece la pena simular ficticiamente la residencia 

en otra Comunidad Autónoma con tal de no pagar impuestos. Esta situación se produce 

sobre todo por la situación caótica de los dos impuestos que gravan la riqueza en España, 

el impuesto de Sucesiones y el de Patrimonio. Es importante diferenciar claramente que 

una cosa es la normativa reguladora, que en el caso de estos impuestos estatales está 

cedida a las Comunidades Autónomas que el Tribunal Constitucional ha dicho que no 

incumple el principio de igualdad, y otra muy diferente es la aplicación del sistema 

tributario por la Administración correspondiente, y la persecución de los fraudes 

cometidos.  

Respecto de la aplicación del sistema tributario, no puede existir permisividad de la 

Administración respecto de las conductas defraudatorias de los contribuyentes, ya que, si 

así fuera, se estaría haciendo una dejación de funciones. En los supuestos de 

deslocalización fraudulenta, la Comunidad receptora no tiene ningún interés en comprobar 

si el traslado es ficticio o no, y la de origen no dispone de la información suficiente para 

poder demostrar el fraude.  

Se tendrían que incluir en el Plan de control tributario de la AEAT de cada año programas 

específicos de actuación para evitar deslocalizaciones ficticias de personas físicas y 
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jurídicas en otras Comunidades Autónomas. Así se ha contemplado en el Plan de control 

Tributario del año 2024 y anteriores, en el que figuraban las siguientes actuaciones: 

Asimismo, se atenderá a la simulación de la residencia fiscal de algunos 

contribuyentes por la diferente tributación existente en una Comunidad 

Autónoma distinta de la real, con la intención de aprovecharse indebidamente 

de una inferior tributación. En 2023 se han realizado actuaciones de control de 

forma coordinada con la Administración tributaria autonómica que procede 

continuar en el 2024, tendentes al control y regularización de aquellas 

conductas de deslocalización interna de contribuyentes con grandes 

patrimonios, que sitúan ficticiamente su domicilio fiscal en un ámbito de 

tributación distinto de su domicilio real con la única finalidad de reducir 

indebidamente la tributación en la imposición directa. Estas situaciones afectan 

tanto a conceptos tributarios de gestión estatal como autonómica, siendo 

necesaria una coordinación entre ambas Administraciones con la finalidad de 

erradicar estas prácticas perniciosas. 

5.2. La “financiación singular de Cataluña no está regulada en la Constitución e 

incumple principios constitucionales 

Como ya hemos reiterado en varias ocasiones, la Constitución establece un régimen fiscal 

común para todas las CC. AA., siendo la única excepción los regímenes forales del País 

Vasco y Navarra, contemplados en su Disposición Adicional Primera.  

Desde que se inició el proceso de aplicación del “Acuerdo de Singularidad Fiscal para 

Cataluña”, ningún experto ha puesto de manifiesto algún efecto positivo de dicho régimen, 

por lo que sólo obedece a la exigencia política de los independentistas catalanes para 

apoyar el nombramiento del presidente de la Generalitat.  

Tampoco se ha dado a conocer el informe del comité de expertos que creó la Generalitat 

para implantar el régimen, y que han ido retrasando su publicación respecto de las 

sucesivas fechas anunciadas. 

La Asociación de Inspectores de Hacienda del Estado (IHE) emitió un documento en marzo 

de 2024 alertando de las graves consecuencias que tendría en nuestro sistema tributario 

la implantación de dicho régimen. En dicho documento, al que nos remitimos, se exponía 

que la denominada “Financiación Singular de Cataluña” no tenía amparo en la Constitución, 

y que, de aplicarse, se incumplirían los principios constitucionales de igualdad y de 

solidaridad, entre otros.  

Posteriormente, publicó un segundo documento, en julio de 2025, como consecuencia del 

acuerdo fruto de la comisión bilateral entre el Estado y la comunidad autónoma de 

Cataluña, para la implementación del acuerdo de singularidad fiscal.  
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Asimismo, ha recurrido el Decreto 142/2025, que crea las figuras del comisionado y el 

consejo asesor, para la aplicación de la singularidad fiscal de Cataluña y ha alertado sobre 

la inconstitucionalidad, por invasión del ámbito competencial del Estado, del                

Decreto-Ley 15/2025, de modificación del régimen jurídico de la Agencia Tributaria 

Catalana para la implementación del Acuerdo de singularidad Fiscal para Cataluña.   

Con estas normas, el colectivo entiende que se está produciendo una modificación del 

sistema de financiación de las CC. AA. por la “puerta de atrás”, dado que no se ha 

modificado la normativa fundamento de dicho régimen (en particular, la CE y la LOFCA, así 

como la Ley 22/2009). Esta alteración del régimen jurídico, que conllevaría también el 

fraccionamiento de la Agencia Tributaria española, puede conllevar a situaciones de 

vulneración del principio de igualdad consagrado en el artículo 31 de la CE. 

6. PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD 

La progresividad es una técnica impositiva que va más allá de ser criterio recaudatorio, y 

tiene como finalidad la consecución de otros fines como puede ser la distribución de la 

renta. Pero, como señala el propio artículo 31 de la CE, el límite de la progresividad está en 

que el impuesto no tenga carácter confiscatorio. 

El principio de progresividad ha sido avalado por la doctrina del Tribunal Constitucional. El 

Alto Tribunal ha dicho que la progresividad en el sistema tributario es constitucionalmente 

aceptable por la superación que el artículo 9.2 de la CE hace de la igualdad formal, al 

reconocer la igualdad material como criterio de actuación de los poderes públicos para 

corregir desigualdades reales que no son justificables constitucionalmente. 

El legislador español, con las sucesivas modificaciones en el IRPF, introducidas en la Ley 

desde 1978 hasta la actualidad, ha ido tratando de proteger los principios de progresividad, 

igualdad y contribución según la capacidad económica del individuo. Cuestión diferente es 

si lo ha ido consiguiendo.  

En 2006 se implanta el sistema dual en el IRPF, distinguiendo dos tipos de bases, que hasta 

entonces ni existía. Existe una base general y una base del ahorro y, en cada una de ellas, 

se englobarán diferentes rentas en función de su origen. Dependiendo de la base en la que 

se integren, recibirán tratamientos distintos, llevando a consecuencias también distintas 

en términos de progresividad.  

El principio de progresividad implica que el tipo de gravamen debe incrementarse según 

los aumentos de la base imponible, pero estos aumentos afectarán de manera diferente a 

ese tipo de gravamen en función de si se dan en la base imponible general o en la base 

imponible del ahorro. 
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En general, el hecho imponible en el IRPF es la obtención de renta. Esta renta puede ser de 

varios tipos: rendimientos del trabajo, rendimientos del capital, rendimientos de 

actividades económicas, ganancias y pérdidas patrimoniales, o imputaciones de renta. En 

la base general se engloban los rendimientos del trabajo, del capital inmobiliario y algunos 

del capital mobiliario, además de las imputaciones de renta, y de las ganancias y pérdidas 

patrimoniales que no deriven de la transmisión de elementos patrimoniales.  

En la base del ahorro agruparemos las restantes: algunos rendimientos del capital 

mobiliario, y las ganancias y pérdidas patrimoniales derivadas de transmisiones de 

elementos patrimoniales.  

La consecuencia de este sistema dual en el IRPF es que, en función del tipo de renta que 

obtengamos, vamos a soportar un mayor o menor tipo de gravamen. Por lo tanto, las rentas 

del trabajo son gravadas de forma más perjudicial, mientras que las rentas del capital son 

gravadas en menor medida que las anteriores, no afectadas por la progresividad que 

establece nuestra Constitución. Esta situación no ha sido objeto de recurso, por lo que no 

existe criterio del Tribunal Constitucional sobre la misma. 

7. PRINCIPIO DE NO CONFISCATORIEDAD  

El límite constitucional del «alcance confiscatorio» de la imposición está estrechamente 

ligado al principio de capacidad económica. El principio de que «el sistema tributario en 

ningún caso tendrá alcance confiscatorio» constituye, junto con la enunciación de los 

principios constitucionales del gasto público, una de las innovaciones más singulares del 

artículo 31 de nuestra Constitución. 

El nivel de contribución que deba considerarse de alcance confiscatorio es una cuestión 

compleja que el Tribunal Constitucional ha resuelto señalando que lo es cuando a raíz de 

la aplicación de los diferentes tributos se llegue a privar al sujeto pasivo de sus rentas y 

propiedades. Sin embargo, el propio Tribunal afirma "la dificultad de situar con criterios 

técnicamente operativos la frontera en la que lo progresivo o, quizá mejor, lo justo, 

degenera en confiscatorio". 

Se puede citar como ejemplo claro de carácter confiscatorio el caso de un contribuyente 

que no presentó en plazo el modelo 720, Declaración Informativa sobre bienes y derechos 

situados en el extranjero. 

El régimen sancionador específico que figuraba en la disposición adicional decimoctava de 

la LGT 2003 (apartado 2), por no presentar, o presentar de forma incorrecta dicha 

declaración fue anulado como consecuencia de la modificación efectuada en esta norma a 

raíz de la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 27 de enero de 2022, 

debiéndose aplicar, desde marzo de 2022, el régimen general de infracciones que rigen en 
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el resto de las declaraciones informativas, regulado en los artículos 198 y 199 de la Ley 

General Tributaria. 

Como consecuencia de este severo régimen sancionador, uno de los primeros 

contribuyentes objeto de inspección por el modelo 720 fue un jubilado que tenía en Suiza 

340.255 euros procedentes de una venta que se había realizado hacía 20 años, y que no 

declaró en su día. Este contribuyente presentó la declaración informativa fuera de plazo y, 

como consecuencia de ello, la Agencia Tributaria, en primer lugar, imputó el dinero en el 

exterior como una ganancia patrimonial no justificada, resultando una cuota a pagar de 

169.300 euros. La sanción del 150 % ascendió a 253.950 euros. El importe total de la deuda, 

incluyendo los intereses de demora, ascendió a 439.268 euros, una cifra que superaba con 

creces todo el patrimonio que tenía en el exterior. En relación con este contribuyente, 

como se expone más adelante, el TEAC de 14-02-2019 (rec. 529/2016) anuló la sanción 

impuesta y confirmó la liquidación. 

El TJUE estimó que la sanción del 150 % a aplicar sobre la cuota del impuesto, calculado en 

base al valor de los bienes no declarados, le confiere un carácter extremadamente 

represivo, y que su acumulación con a las multas de cuantía fija previstas adicionalmente 

puede dar lugar, en muchos casos, a que el importe total de las cantidades adeudadas por 

el contribuyente supere el 100 % del valor de sus bienes o derechos en el extranjero. 

8. REQUISITOS DE LA ADMINISTRACIÓN PARA APLICAR LOS PRINCIPIOS 

CONSTITUCIONALES. 

8.1. Líneas rojas en la gestión de los impuestos 

El sistema tributario, además de los principios constitucionales mencionados en el artículo 

31 de la CE, debe cumplir también los principios de la ordenación y aplicación del sistema 

tributario que figuran en el artículo 3 de la Ley General Tributaria, que establece lo 

siguiente: 

1. La ordenación del sistema tributario se basa en la capacidad económica de 

las personas obligadas a satisfacer los tributos y en los principios de justicia, 

generalidad, igualdad, progresividad, equitativa distribución de la carga 

tributaria y no confiscatoriedad. 

A estos efectos, se prohíbe el establecimiento de cualquier instrumento 

extraordinario de regularización fiscal que pueda suponer una minoración de la 

deuda tributaria devengada de acuerdo con la normativa vigente. 

2. La aplicación del sistema tributario se basará en los principios de 

proporcionalidad, eficacia y limitación de costes indirectos derivados del 
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cumplimiento de obligaciones formales y asegurará el respeto de los derechos 

y garantías de los obligados tributarios. 

A juicio de los IHE, en el supuesto de que todos los impuestos pagados en Cataluña pasaran 

a gestionarse por una única Administración Tributaria de Cataluña, se romperían los 

siguientes principios básicos, que constituyen líneas rojas que no se deberían traspasar: 

Primero. El sistema de información ha de ser único. 

La lucha contra el fraude fiscal se fundamenta en disponer de un sistema de información 

tributaria unificado lo más amplio posible, que permita analizar los riesgos fiscales en 

los que incurre un contribuyente y su ámbito de intereses. En este sistema hay que 

incluir tanto las bases de datos, como la gestión de las declaraciones informativas y el 

sistema de pagos. El sistema de información es uno de los principales activos de la 

Administración Tributaria española y está reconocido internacionalmente como 

ejemplo de eficacia y eficiencia. 

Segundo. Debe existir un sistema de caja única. 

La gestión y el control de las retenciones y pagos fraccionados se deberían llevar a cabo 

por la AEAT con independencia del porcentaje de cesión de la recaudación. 

Los sistemas de información y caja únicos son imprescindibles para garantizar la 

consecución de una serie de objetivos esenciales, como es la calidad del servicio 

prestado a los contribuyentes, el control de las declaraciones, en especial, de las que 

resultan a devolver, y evitar costes innecesarios a los contribuyentes que perjudican la 

competitividad empresarial. 

Tercero. La gestión de las retenciones se ha de realizar de forma integrada. 

Según los datos de recaudación del IRPF, más del 80 % de los ingresos se efectúan a 

través de las retenciones de trabajo y actividades profesionales. 

Si se fraccionara la gestión de las retenciones, se establecerían más obligaciones para 

los contribuyentes, la Administración Tributaria de cada Comunidad Autónoma perdería 

información y existirían dificultades para la gestión de devoluciones de contribuyentes 

con rendimientos en diferentes Comunidades Autónomas, así como de los 

contribuyentes domiciliados en el resto del territorio nacional que trabajen en una gran 

empresa con domicilio en Cataluña. 

8.2. La fragmentación de la AEAT producirá graves perjuicios en la aplicación del 

sistema tributario y en los servicios prestados a los ciudadanos 

La financiación singular de Cataluña supone la fragmentación de la AEAT.  
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Una de las principales consecuencias de esa fragmentación es que existirían muchos 

problemas en la lucha contra el fraude fiscal para realizar algunos planes de control, 

incluidos los más graves como es la lucha contra las tramas de IVA y del fraude organizado. 

Se darían también problemas de deslocalización de las empresas si se fraccionara gestión 

de los impuestos sobre el consumo. Y existirían problemas de control de las grandes 

multinacionales, en la comprobación de los grandes patrimonios, así como en las 

operaciones de fiscalidad internacional.  

Además de todo lo anterior el fraccionamiento de la Agencia Tributaria, por lo que tendría 

las siguientes consecuencias: 

a) Todas las actuaciones relativas a temas no tributarios que la agencia efectúa en el 

territorio nacional, no se podrían efectuar con los ciudadanos residentes en Cataluña. 

b) Se produciría un deterioro de los servicios prestados por la agencia o ciudadanos, 

como es el caso de las devoluciones del IRPF. 

c) La cesión a la ATC de la gestión liquidación inspección y recaudación de todos los 

tributos recados en Cataluña conllevaría efectos muy negativos sobre la eficiencia del 

sistema tributario, ya que incrementarían un nivel de fraude y evasión fiscal, 

dificultaría el cumplimiento voluntario de las obligaciones por parte de los 

contribuyentes, disminuiría su seguridad jurídica, y, en general haría más ineficaz la 

actuación administrativa en la aplicación correcta del sistema tributario. 

8.3. Propuesta de IHE: la AEAT como una administración de todos y para todos: 

Estatuto de la AEAT 

La propuesta de IHE se concreta en la aprobación del Estatuto de la AEAT, que IHE lleva 

pidiendo desde hace más de 20 años. 

La nueva AEAT, regulada por el futuro Estatuto, debería coordinar el sistema tributario 

nacional y dotarlo de unidad, estableciendo mecanismos eficaces de participación en la 

misma del resto de Administraciones Tributarias, tanto en sus órganos de dirección como 

en sus planes de actuación y objetivos, configurando una Administración de todos y para 

todos, independiente y profesional.  

El régimen jurídico de la nueva Agencia debería dotarla de autonomía orgánica y funcional, 

con plena independencia del Gobierno y demás AA.PP.  Debería fijar sus planes con respeto 

a la normativa tributaria, pero sin orientación alguna, más allá de los objetivos a medio y 

largo plazo que se fijen en materia recaudatoria y de lucha contra el fraude.  

La AEAT ha sido reconocida como Administración puntera a nivel internacional en el 

desarrollo tecnológico y en el tratamiento de la información existente en sus bases de 

datos, siendo estos los principales activos en sus actuaciones, además de la especialización 
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y formación de sus efectivos. Por ello, y ante la nueva situación que se nos presenta de 

desarrollo de la IA, no puede quedarse atrás, y así se reconoce de esta forma en el Plan de 

Control Tributario de 20252. 

Los órganos rectores de la nueva Agencia Tributaria se reducirían al director general, 

nombrado por el Parlamento y por un período de cinco años, al Consejo de Gobierno y el 

Comité Ejecutivo. 

La novedad más importante se refiere al Consejo de Gobierno de la Agencia, que estaría 

integrado por representantes de todas las AA. PP. que participen en los ingresos públicos 

recaudados por la Agencia, teniendo como principales funciones las siguientes: 

a) Establecer las directrices principales de los objetivos de la Agencia, que serán 

presentadas al Parlamento. 

b) Establecer las líneas estratégicas de coordinación con las Administraciones de las 

Comunidades Autónomas. 

c) Establecer las líneas básicas de determinados programas a incluir en los planes de 

control de la Agencia. 

d) Diseñar prestación de servicios comunes, que puedan reducir costes. 

La composición de este órgano de gobierno, siempre por personas de reconocido perfil 

técnico y funcionarios del grupo A1, que presten sus servicios en la AEAT, Agencias 

autonómicas y FEMP, debería responder a criterios que supongan un peso real de las 

distintas Administraciones, y la participación de la propia Agencia, en un número que 

hiciese posible tal participación, sin dificultar la toma de decisiones. 

Cada miembro desempeñaría sus funciones durante 4 años, y se produciría la renovación 

de sus miembros por cuartas partes cada año. 

Como nuevos órganos de la Agencia que se proponen estaría la Oficina Nacional 

Antifraude (ONAF), que asumiría las competencias de investigación del fraude fiscal 

organizado y del contrabando, así como del blanqueo de capitales asociado a los mismos, 

 
2 “La primera de las novedades que se destaca en las directrices generales de 2025 está relacionada con el 
inicio del estudio de distintos proyectos para utilizar la inteligencia artificial (en adelante, IA), en los diferentes 
ámbitos de actuación de la Agencia Tributaria, para conseguir una mayor eficiencia de sus actuaciones, sin 
permitir en ningún caso que la IA sea la última instancia de toma de decisiones ya que, en todo caso, cualquier 
actuación va a estar sujeta a supervisión humana. 

En este sentido, todas las nuevas propuestas de proyectos de uso de IA se canalizarán por los diferentes 
Departamentos y Servicios de la Agencia Tributaria hacia un grupo de trabajo que coordinará las peticiones 
de desarrollo de nuevas propuestas, garantizando que cumplen con los criterios y prioridades establecidos 
en el Plan Estratégico de la Agencia Tributaria aprobado para el periodo 2024-2027”. 
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dependiendo de ella la policía fiscal. Pero también sería esta Oficina la encargada de prestar 

el necesario auxilio judicial en los procesos por delito fiscal, contrabando y blanqueo.  

A lo anterior se añade la propuesta citada previamente sobre la creación de una Policía 

Fiscal.  

8.4. Cuerpos de funcionarios adscritos a la AEAT 

Paralelamente a la creación del estatuto anterior, y a raíz del último documento publicado 

recientemente por el Ministerio de Transformación digital y de función pública, este 

colectivo también considera que no se están respetando los principios constitucionales de 

igualdad, mérito y capacidad en la selección de los servidores públicos.  

Estos principios, desarrollados por el EBEP (Ley 7/2007, hoy RD Legislativo 5/2015), 

garantizan que la selección sea objetiva, imparcial y orientada a elegir a los candidatos 

mejor preparados, por lo que admitir en la selección criterios subjetivos o discrecionales, 

tal como se propone en el nuevo proyecto, abre la puerta a la posible injerencia política3. 

 Este colectivo y todos los colectivos integrados en FEDECA han expresado su malestar y se 

ha remitido una carta al ministro a fin de que se convoque una reunión urgente que lleva 

más de un año esperando la citada convocatoria, a pesar de que se han producido 

manifestaciones públicas del ministro en las que se dice que no hay ningún inconveniente 

a reunirse con el colectivo de cuerpos superiores.  

IHE seguirá velando porque el mérito y la capacidad sigan siendo garantías no solo para los 

aspirantes, sino también para los ciudadanos, pues aseguran una Administración 

profesional, eficaz y neutral al servicio del interés general (art. 103.1 CE). 

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional (por ejemplo, STC 27/1991, STC 67/1989) ha 

reiterado que los procesos selectivos deben fundarse en criterios objetivos y evaluables, 

evitando cualquier preferencia política, territorial o subjetiva. 

8.5. Refuerzo de las funciones de la Dirección General de Tributos, de los Tribunales 

económico-administrativos y del área de formación del Instituto de Estudios 

Fiscales 

Estas tres instituciones son pilares técnicos esenciales del sistema tributario español. El 

colectivo ha defendido su labor durante todos estos años y ha propuesto mejoras para 

reforzar sus funciones, sobre todo, en materia de recursos humanos e inversión en medios 

materiales.  

 
3 Documento “Consenso por una Administración abierta” 
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Los Tribunales económico-administrativos garantizan la tutela de los derechos de los 

contribuyentes frente a la Administración, ofreciendo una vía de revisión rápida, 

especializada y gratuita, que descarga a los tribunales ordinarios. Uniformizan criterios, 

aseguran unidad en la interpretación de las normas tributarias, lo que aporta seguridad 

jurídica y previsibilidad tanto a los ciudadanos como a la propia Administración. 

La Dirección General de Tributos asegura la unidad de criterio interpretativo, sin necesidad 

de acudir a los tribunales, a través de las consultas tributarias.  

El Instituto de Estudios Fiscales, en su área de formación, la Escuela de Hacienda Pública, 

contribuye a la excelencia técnica y formativa del personal adscrito que presta sus servicios 

en la Administración tributaria. La inversión en capital humano se considera esencial no 

solo antes del inicio del ejercicio de las funciones, sino durante toda la carrera 

administrativa, lo que contribuye, sin duda, a mejorar los niveles de excelencia en el trabajo 

diario que desempeñan.  

No obstante, el colectivo lleva años demandando una mayor atención a estos tres 

órganos, por medio de propuestas como las siguientes:  

− Refuerzo de medios humanos y tecnológicos en los TEA, por un lado, para reforzar 

las plantillas en orden a que ocupen plazas de mayor responsabilidad quienes tienen 

una larga trayectoria y reconocido prestigio dentro del cuerpo de inspectores de 

Hacienda. Por otro lado, desde el punto de vista de los medios materiales y humanos, 

es necesaria una mayor inversión para reducir tiempos de resolución y potenciar la 

tramitación electrónica. 

− Coordinación más estrecha entre AEAT, la DGT y los TEA, evitando discrepancias 

interpretativas y promoviendo criterios comunes. 

− En el ámbito de la Dirección General de Tributos, se debe reforzar la confianza en 

la institución como garante de la resolución ágil de consultas tributarias para lo cual 

es necesario reforzar el capital humano, dotándolo de mejores recursos que 

garanticen un incremento de su eficacia, eficiencia y una estabilidad en su personal, 

cada vez más inestable.   

− Formación continua del personal en competencias digitales. Debe seguir 

reforzándose el área de estudio y formación en materias como las aplicaciones 

informáticas, la programación, la inteligencia artificial, el análisis de datos y nuevas 

tendencias fiscales, reforzando la capacidad técnica del sistema. 

− Mayor divulgación social (a través de redes sociales o de otros canales de 

comunicación) de su función, para visibilizar su papel en la protección del 

contribuyente y en la calidad del sistema tributario. 
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9. CONCLUSIONES 

La conclusión que cabe extraer de todo lo expuesto es que nos encontramos en un 

momento de profundos cambios sociales, económicos, políticos y tecnológicos que 

suponen un reto de gran envergadura para las administraciones públicas, y en especial 

para la Administración tributaria. 

Estos desafíos solo podrán afrontarse con éxito si se acometen reformas estructurales 

ambiciosas, orientadas tanto a la modernización de los recursos materiales y 

tecnológicos, como al refuerzo de la formación y la especialización del personal. 

Es igualmente imprescindible atraer y retener el mejor talento, comprometido con los 

valores del servicio público y con la defensa del interés general de España. No responder 

adecuadamente a estas exigencias supondría poner en riesgo los principios 

constitucionales que inspiran nuestro sistema tributario y la propia legitimidad de la 

Administración pública, comprometiendo de forma irreversible su capacidad para servir a 

los ciudadanos con eficacia, equidad y justicia. 

La amenaza que representa la implementación del Acuerdo de Singularidad Fiscal para 

Cataluña, que vendría a romper la actual unidad de la AEAT, constituye un peligro sin 

precedentes en democracia para la estabilidad institucional de nuestra Administración 

tributaria.   

 

Asociación de Inspectores de Hacienda del Estado (IHE) 

Salamanca, 24 de octubre en Córdoba 2025 

 




